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Marco Legal

Sabemos que las normas jurídicas reconocen los de-
rechos, a quiénes protegen y de qué modo se recla-
man. Es entonces necesario conocerlas, ya que
constituyen herramientas para defender los dere-
chos, al mismo tiempo que nos permiten reconocer
el ámbito jurídico de nuestras relaciones cotidianas
y ver cómo éstas funcionan. En la pirámide de nor-
mas jurídicas vigentes en nuestro país, en cuya cús-
pide se encuentra la Constitución Nacional que
incluye la ratificación de diversos Tratados Interna-
cionales, se encuentran también las Leyes Naciona-
les, Constituciones Provinciales, Leyes Provinciales
y Ordenanzas Municipales, en ese orden jerárquico.

Las normas jurídicas cuyo conocimiento es indis-
pensable para trabajar sobre todas las temáticas de
este Proyecto, son las siguientes:

Constitución Nacional: Art. 19; 33 y 75
Ley Nacional 23.592 : Antidiscriminatoria
Ley Nacional 23.798/ 90: Ley Nacional de SIDA y su
Decreto Reglamentario 1244/ 91
Ley Nacional 25.673 de creación del Programa de
Salud Sexual y Procreación Responsable. 2002
Declaración de Posición sobre el Uso del Preserva-
tivo. UNFPA – OMS – ONUSIDA. 2004
Ley Nacional 26.061: Protección Integral de los
Derechos de las niñas, niños y adolescentes. 2005
Ley Nacional 26 150: Programa Nacional de Edu-
cación Sexual. 2006

Se incluyen en este apartado los textos de algunas
de estas Leyes. La Ley Nacional 26.061 puede bus-
carse en: infoleg.mecon.gov.ar/infolegInternet/ane-
xos. Particularmente esta Ley implica el pasaje de
una concepción de la infancia y adolescencia en
tanto “menores, incapaces, objeto de tutela por
parte del Patronato del Estado” hacia otra de “niños,
niñas y adolescentes como sujetos titulares de dere-
chos, ciudadanos que pueden exigirlos y ejercerlos,

con capacidades progresivas y con derecho a ser
siempre escuchados en forma prioritaria”. Esto re-
sulta particularmente importante a la hora de hacer
valer sus derechos en salud sexual y reproductiva.

Más allá del marco legal, sabemos que es necesario
el desarrollo de políticas públicas basadas en el pa-
radigma de derechos humanos, que amparen prio-
ritariamente a los y las adolescentes, incluyendo sus
voces y su miradas tanto en el diseño como en la
implementación de las mismas. También es necesa-
rio asegurar que las disposiciones se cumplan,
sobre todo en aquellas situaciones donde priman,
para una gran mayoría de las y los jóvenes , des-
igualdades sociales en el acceso a los recursos.



Ley Nacional de SIDA 23.798 / 90

Ley Nacional de SIDA
LEY 23798 de LUCHA CONTRA EL SINDROME DE
INMUNODEFICIENCIA ADQUIRIDA (SIDA)
-Declarada de interés nacional -

Artículo 10

Declarase de interés nacional a la lucha contra el Sín-
drome de Inmunodeficiencia Adquirida , entendién-
dose por tal a la detección e investigación de sus
agentes causales, el diagnóstico y tratamiento de la en-
fermedad, su prevención, asistencia y rehabilitación, in-
cluyendo la de sus patologías derivadas , como así
también las medidas tendientes a evitar su propaga-
ción, en primer lugar la educación de la población.

Artículo 20

Las disposiciones de la presente ley y de las normas
complementarias que se establezcan, se interpretarán
teniendo presente que en ningún caso pueda:
a) Afectar la dignidad de la persona.
b) Producir cualquier efecto de marginación, estig-

matización, degradación o humillación;
c) Exceder el marco de las excepciones legales taxativas

al secreto médico que siempre se interpretarán en
forma restrictiva:

d) Incursionar en el ámbito de privacidad de cualquier
habitante de la Nación Argentina;

e) Individualizar a las personas a través de fichas, re-
gistros o almacenamiento de datos, los cuales, a ta-
les efectos, deberán llevarse en forma codificada.

Artículo 30

Las disposiciones de la presente ley serán de aplica-
ción en todo el territorio de la República. La autori-
dad de aplicación será el Ministerio de Salud y Ac-
ción Social de la Nación, a través de la Subsecretaria
de Salud, la que podrá concurrir a cualquier parte del
país para contribuir al cumplimiento de esta ley. Su
ejecución en cada jurisdicción estará a cargo de las
respectivas autoridades sanitarias a cuyos fines po-

drán dictar las normas complementarias que consi-
deren necesarias para el mejor cumplimiento de la
misma y su reglamentación.

Artículo 40

A los efectos de esta ley, las autoridades sanitarias de-
berán:
a) Desarrollar programas destinados al cumplimiento

de las acciones descriptas en el artículo 10 gestio-
nando los recursos para su financiación y ejecución.

b) Promover la capacitación de recursos humanos y
propender al desarrollo de actividades de investi-
gación, coordinando sus actividades con otros or-
ganismos públicos y privados, nacionales, provin-
ciales o municipales e internacionales.

c) Aplicar métodos que aseguren la efectividad de
los requisitos de máxima calidad y seguridad

d) Cumplir con el sistema de información que se es-
tablezca.

e) Promover la concertación de acuerdos interna-
cionales para la formulación y desarrollo de pro-
gramas comunes relacionados con los fines de
esta ley.

f) El Poder Ejecutivo arbitrará medidas para llevar a
conocimiento de la población las características
del SIDA, las posibles causas o medios de trans-
misión y contagio, las medidas aconsejables de
prevención y los tratamientos adecuados para su
curación, en forma tal que se evite la difusión in-
escrupulosa de noticias interesadas.

Artículo 50

El Poder Ejecutivo establecerá dentro de los 60 días
de promulgada esta ley, las medidas a observar en re-
lación a la población de instituciones cerradas o se-
micerradas, dictando las normas de bioseguridad
destinadas a la detección de infectados, prevención
de la propagación del virus, el control y tratamiento
de los enfermos y la vigilancia y protección del per-
sonal actuante.
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Artículo 60

Los profesionales que asistan a personas integrantes
de grupos en riesgo de adquirir el síndrome de inmu-
nodeficiencia están obligados a prescribir las pruebas
diagnósticas adecuadas para la detección directa o in-
directa de la infección.

Artículo 70

Declarase obligatoria la detección del virus y de sus an-
ticuerpos en la sangre humana destinada a transfu-
sión, elaboración de plasma u otros de los derivados
sanguíneos para cualquier uso terapéutico. Declarase
obligatoria, además, la mencionada investigación en
los donantes de órganos para transplante y otros usos
humanos, debiendo ser descartadas las muestras de
sangre, hemoderivados y órganos para trasplante que
muestren positividad.

Artículo 80

Los profesionales que detecten el virus de inmunode-
ficiencia humana (VIH) o posean presunción fundada
de que un individuo es portador deberán informarle
sobre el carácter infectocontagioso del mismo, los
medios y formas de trasmitirlo y su derecho a recibir
asistencia adecuada.

Artículo 90

Se incorporará a los controles actualmente en vigencia
para inmigrantes que soliciten su radicación definitiva
en el país, la realización de las pruebas de rastreo que
determine la autoridad de aplicación para la detección
del VIH.

Artículo 100

La notificación de casos de enfermos de SIDA deberá
ser practicada dentro de las cuarenta y ocho horas de
confirmado el diagnóstico , en los términos y formas
establecidas por la ley 15465. En idénticas condiciones
se comunicará el fallecimiento de un enfermo y las
causas de su muerte.

Artículo 110

Las autoridades sanitarias de los distintos ámbitos de
aplicación de esta ley establecerán y mantendrán ac-
tualizadas, con fines estadísticos y epidemiológicos, in-

formación de sus áreas de influencia correspondiente
a la prevalencia e incidencia de portadores infectados
y enfermos con el virus de VIH, así como también los
casos de fallecimiento y las causas de su muerte. Sin
perjuicio de la notificación obligatoria de los prestado-
res, las obras sociales deberán presentar al INOS una
actualización mensual de esta estadística. Todo orga-
nismo, institución o entidad pública o privada, dedi-
cada a la promoción y atención de la salud tendrá am-
plio acceso a ella. Las provincias podrán adherir a
este sistema de información, con los fines especifica-
dos en el presente artículo.

Artículo 120

La autoridad nacional de aplicación establecerá las
normas de bioseguridad a las que estará sujeto el uso
de material calificado o no como descartable. El in-
cumplimiento de esas normas será considerado falta
gravísima y la responsabilidad de dicha falta recaerá
sobre el personal que las manipule, como también so-
bre los propietarios y la dirección técnica de los esta-
blecimientos.

Artículo 130 Los actos u omisiones que impliquen
trasgresión a las normas de profilaxis de esta ley y a las
reglamentaciones que se dicten en consecuencia , se-
rán consideradas faltas administrativas sin perjuicio de
cualquier otra responsabilidad civil o penal en que
pudieran estar incursos los infractores.

Artículo 140 Los infractores a los que se refiere el artí-
culo anterior serán sancionados por la autoridad sani-
taria competente, de acuerdo a la gravedad y o reinci-
dencia de la infracción:
a) Multa graduable entre 10 y 100 salarios mínimo vital

y móvil;
b) Inhabilitación en el ejercicio profesional de 1 mes a

5 años;
c) Clausura total o parcial, temporaria del consultorio,

clínica, instituto, sanatorio, laboratorio, o cualquier
otro local o establecimiento donde actuaren las
personas que hayan cometido la infracción.

Las sanciones establecidas en los incisos precedentes
podrán aplicarse independientemente o conjunta-
mente en función de las circunstancias previstas en la
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primera parte de este artículo.
En caso de reincidencia, se podrá incrementar hasta el
décuplo la sanción aplicada.

Artículo 150

A los efectos determinados en este título se conside-
rarán reincidentes a quienes habiendo sido sanciona-
dos, incurran en una nueva sanción dentro del término
de cuatro años contados desde la fecha que haya que-
dado firme la sanción anterior, cualquiera fuese la au-
toridad sanitaria que la impusiere.

Artículo 160

El monto recaudado en concepto de multas que por in-
termedio de esta ley aplique la autoridad sanitaria na-
cional, ingresará a la cuenta especial , Fondo Nacional
de la Salud, dentro de la cual se contabilizará por se-
parado y deberá utilizarse exclusivamente en erogacio-
nes que propendan al logro de los fines indicados en
el artículo 10.
El producto de las multas que apliquen las autoridades
sanitarias y de la Municipalidad de la Ciudad de Bue-
nos Aires, ingresará de acuerdo con lo que al respecto
se disponga en cada jurisdicción, debiéndose aplicar,
con la finalidad indicada en el párrafo anterior.

Artículo 170

Las infracciones a esta ley serán sancionadas por la au-
toridad sanitaria competente previo sumario, con au-
diencia de prueba y defensa a los imputados. La cons-
tancia del acta labrada en forma al tiempo de
verificarse la infracción, y en cuanto no sea enervada
por otros elementos de juicio, podrá ver considerada
como plena prueba de la responsabilidad de los impu-
tados.

Artículo 180

La falta de pago de las multas hará exigible su cobro
por ejecución fiscal, constituyendo suficiente título
ejecutivo el testimonio autenticado de la resolución
condenatoria firme.

Artículo 190

En cada provincia los procedimientos se ajustarán a lo
que al respecto resuelvan las autoridades competentes

de cada jurisdicción, de modo concordante con las dis-
posiciones de este título.

Artículo 200

Las autoridades sanitarias a las que corresponda ac-
tuar de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3ero de
esta ley están facultadas para verificar su cumpli-
miento y el de sus disposiciones reglamentarias me-
diante inspecciones y o pedidos de informes, según
estime pertinente. A tales fines, su funcionario auto-
rizado tendrá acceso a cualquier lugar previsto en la
presente ley y podrán proceder a la intervención o se-
cuestro de elementos probatorios de su inobservan-
cia. A estos efectos podrán requerir el auxilio de la
fuerza pública o solicitar orden de allanamiento de
los jueces competentes.

Artículo 210

Los gastos que demande el cumplimiento de lo dis-
puesto en el artículo 4to de la presente ley serán sol-
ventados por la Nación, imputados a rentas genera-
les y por los respectivos presupuestos de cada
jurisdicción.

Artículo 220

El Poder Ejecutivo reglamentará las disposiciones de
esta ley con el alcance nacional dentro de los 60 días
de su promulgación.

Artículo 230

Comuníquese, etc.

Buenos Aires, 1990
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Ley Nacional N0 26.150

Fecha de promulgación (entrada en vigencia):
04/10/2006

CREACIÓN DEL PROGRAMA NACIONAL DE EDU-
CACIÓN SEXUAL INTEGRAL

Establécese que todos los educandos tienen derecho
a recibir educación sexual integral en los estableci-
mientos educativos públicos, de gestión estatal y pri-
vada de las jurisdicciones nacional, provincial, de la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires y municipal. Cre-
ación y Objetivos de dicho Programa.

Sancionada: Octubre 4 de 2006
Promulgada: Octubre 23 de 2006

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Ar-
gentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con
fuerza de Ley:

PROGRAMA NACIONAL DE EDUCACION SEXUAL
INTEGRAL

Artículo 10

Todos los educandos tienen derecho a recibir educa-
ción sexual integral en los establecimientos educati-
vos públicos, de gestión estatal y privada de las
jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad Autó-
noma de Buenos Aires y municipal. A los efectos de
esta ley, entiéndase como educación sexual integral
la que articula aspectos biológicos, psicológicos, so-
ciales, afectivos y éticos.

Artículo 20

Créase el Programa Nacional de Educación Sexual In-
tegral en el ámbito del Ministerio de Educación, Cien-
cia y Tecnología, con la finalidad de cumplir en los
establecimientos educativos referidos en el artículo
10 las disposiciones específicas de la Ley 25.673, de
creación del Programa Nacional de Salud Sexual y

Procreación Responsable; Ley 23.849, de Ratificación
de la Convención de los Derechos del Niño; Ley
23.179, de Ratificación de la Convención sobre la Eli-
minación de todas las Formas de Discriminación
contra la Mujer, que cuentan con rango constitucio-
nal; Ley 26.061, de Protección Integral de los Dere-
chos de las Niñas, Niños y Adolescentes y las leyes
generales de educación de la Nación.

Artículo 30

Los objetivos del Programa Nacional de Educación
Sexual Integral son:
a) Incorporar la educación sexual integral dentro de

las propuestas educativas orientadas a la forma-
ción armónica, equilibrada y permanente de las
personas.

b) Asegurar la transmisión de conocimientos perti-
nentes, precisos, confiables y actualizados sobre
los distintos aspectos involucrados en la educa-
ción sexual integral;

c) Promover actitudes responsables ante la sexuali-
dad;

d) Prevenir los problemas relacionados con la salud
en general y la salud sexual y reproductiva en par-
ticular;

e) Procurar igualdad de trato y oportunidades para
varones y mujeres.

Artículo 40

Las acciones que promueva el Programa Nacional de
Educación Sexual Integral están destinadas a los edu-
candos del sistema educativo nacional, que asisten a
establecimientos públicos de gestión estatal o pri-
vada, desde el nivel inicial hasta el nivel superior de
formación docente y de educación técnica no univer-
sitaria.

Artículo 50

Las jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires y municipal garantizarán
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la realización obligatoria, a lo largo del ciclo lectivo, de
acciones educativas sistemáticas en los estableci-
mientos escolares, para el cumplimiento del Pro-
grama Nacional de Educación Sexual Integral. Cada
comunidad educativa incluirá en el proceso de elabo-
ración de su proyecto institucional, la adaptación de
las propuestas a su realidad sociocultural, en el
marco del respeto a su ideario institucional y a las
convicciones de sus miembros.

Artículo 60

El Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología de-
finirá, en consulta con el Consejo Federal de Cultura
y Educación, los lineamientos curriculares básicos
del Programa Nacional de Educación Sexual Inte-
gral, de modo tal que se respeten y articulen los pro-
gramas y actividades que las jurisdicciones tengan
en aplicación al momento de la sanción de la pre-
sente ley.

Artículo 70

La definición de los lineamientos curriculares bási-
cos para la educación sexual integral será asesorada
por una comisión interdisciplinaria de especialistas
en la temática, convocada por el Ministerio de Edu-
cación, Ciencia y Tecnología, con los propósitos de
elaborar documentos orientadores preliminares, in-
corporar los resultados de un diálogo sobre sus con-
tenidos con distintos sectores del sistema educativo
nacional, sistematizar las experiencias ya desarro-
lladas por estados provinciales, Ciudad Autónoma
de Buenos Aires y municipalidades, y aportar al Con-
sejo Federal de Cultura y Educación una propuesta
de materiales y orientaciones que puedan favorecer
la aplicación del programa.

Artículo 80

Cada jurisdicción implementará el programa a tra-
vés de:
a) La difusión de los objetivos de la presente ley, en

los distintos niveles del sistema educativo;
b) El diseño de las propuestas de enseñanza, con se-

cuencias y pautas de abordaje pedagógico, en fun-
ción de la diversidad sociocultural local y de las
necesidades de los grupos etarios;

c) El diseño, producción o selección de los materiales
didácticos que se recomiende, utilizar a nivel ins-
titucional;

d) El seguimiento, supervisión y evaluación del des-
arrollo de las actividades obligatorias realizadas;

e) Los programas de capacitación permanente y gra-
tuita de los educadores en el marco de la forma-
ción docente continua;

f) La inclusión de los contenidos y didáctica de la
educación sexual integral en los programas de for-
mación de educadores.

Artículo 90

Las jurisdicciones nacional, provincial, de la Ciudad
Autónoma de Buenos Aires y municipal, con apoyo
del programa, deberán organizar en todos los esta-
blecimientos educativos espacios de formación para
los padres o responsables que tienen derecho a estar
informados. Los objetivos de estos espacios son:
a) Ampliar la información sobre aspectos biológicos,

fisiológicos, genéticos, psicológicos, éticos, jurídi-
cos y pedagógicos en relación con la sexualidad de
niños, niñas y adolescentes;

b) Promover la comprensión y el acompañamiento
en la maduración afectiva del niño, niña y adoles-
cente ayudándolo a formar su sexualidad y prepa-
rándolo para entablar relaciones interpersonales
positivas;

c) Vincular más estrechamente la escuela y la familia
para el logro de los objetivos del programa.

Artículo 100

Disposición transitoria:
La presente ley tendrá una aplicación gradual y
progresiva, acorde al desarrollo de las acciones
preparatorias en aspectos curriculares y de capaci-
tación docente.
La autoridad de aplicación establecerá en un plazo
de ciento ochenta (180) días un plan que permita el
cumplimiento de la presente ley, a partir de su vi-
gencia y en un plazo máximo de cuatro (4) años. El
Ministerio de Educación, Ciencia y Tecnología inte-
grará a las jurisdicciones y comunidades escolares
que implementan planes similares y que se ajusten
a la presente ley.
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Artículo 110

Comuníquese al Poder Ejecutivo.
DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRE-
SO ARGENTINO, EN BUENOS AIRES, A LOS CUA-
TRO DIAS DEL MES DE OCTUBRE DEL AÑO DOS
MIL SEIS.
—REGISTRADA BAJO EL N0 26.150 —
ALBERTO E. BALESTRINI. — DANIEL O. SCIOLI. —
Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada.
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Ley Nacional N0 25.673

y su reglamentación

Fecha de promulgación (entrada en vigencia):
30/08/2002

CREACIÓN DEL PROGRAMA NACIONAL DE SA-
LUD SEXUAL Y PROCREACIÓN RESPONSABLE

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Ar-
gentina reunidos en Congreso, etc. sancionan con
fuerza de ley:

Artículo 10

Créase el Programa Nacional de Salud Sexual y Pro-
creación Responsable en el ámbito del Ministerio de
Salud.

Artículo 20

Serán objetivos de este programa:
a) Alcanzar para la población el nivel más elevado de

salud sexual y procreación responsable con el fin
de que pueda adoptar decisiones libres de discri-
minación, coacciones o violencia;

b) Disminuir la morbi-mortalidad materno-infantil;
c) Prevenir embarazos no deseados;
d) Promover la salud sexual de los adolescentes;
e) Contribuir a la prevención y detección precoz de

enfermedades de transmisión sexual, de vih/sida
y patologías genital y mamarias;

f) Garantizar a toda la población el acceso a la infor-
mación, orientación, métodos y prestaciones de
servicios referidos a la salud sexual y procreación
responsable;

g) Potenciar la participación femenina en la toma de
decisiones relativas a su salud sexual y procrea-
ción responsable.

Artículo 30

El programa está destinado a la población en gene-
ral, sin discriminación alguna.

Artículo 40

La presente ley se inscribe en el marco del ejercicio
de los derechos y obligaciones que hacen a la patria

potestad. En todos los casos se considerará primor-
dial la satisfacción del interés superior del niño en el
pleno goce de sus derechos y garantías consagrados
en la Convención Internacional de los Derechos del
Niño (Ley 23.849).

Artículo 50

El Ministerio de Salud en coordinación con los Mi-
nisterios de Educación y de Desarrollo Social y Me-
dio Ambiente tendrán a su cargo la capacitación de
educadores, trabajadores sociales y demás operado-
res comunitarios a fin de formar agentes aptos para:

• Mejorar la satisfacción de la demanda por parte
de efectores y agentes de salud;

• Contribuir a la capacitación, perfeccionamiento
y actualización de conocimientos básicos, vincu-
lados a la salud sexual y a la procreación respon-
sable en la comunidad educativa;

• Promover en la comunidad espacios de reflexión
y acción para la aprehensión de conocimientos
básicos vinculados a este programa;

• Detectar adecuadamente las conductas de riesgo
y brindar contención a los grupos de riesgo, para
lo cual se buscará fortalecer y mejorar los recur-
sos barriales y comunitarios a fin de educar, ase-
sorar y cubrir todos lo niveles de prevención de
enfermedades de transmisión sexual, vih/sida y
cáncer genital y mamario.

Artículo 60

La transformación del modelo de atención se imple-
mentará reforzando la calidad y cobertura de los
servicios de salud para dar respuestas eficaces sobre
salud sexual y procreación responsable. A dichos fi-
nes se deberá:

• Establecer un adecuado sistema de control de sa-
lud para la detección temprana de las enfermeda-
des de transmisión sexual, vih/sida y cáncer genital
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y mamario. Realizar diagnóstico, tratamiento y re-
habilitación;

• A demanda de los beneficiarios y sobre la base de
estudios previos, prescribir y suministrar los mé-
todos y elementos anticonceptivos que deberán
ser de carácter reversible, no abortivos y transi-
torios, respetando los criterios o convicciones de
los destinatarios, salvo contraindicación médica
específica y previa información brindada sobre
las ventajas y desventajas de los métodos natu-
rales y aquellos aprobados por la ANMAT;

• Efectuar controles periódicos posteriores a la
utilización del método elegido.

Artículo 70

Las prestaciones mencionadas en el artículo anterior
serán incluidas en el Programa Médico Obligatorio
(PMO), en el nomenclador nacional de prestaciones
médicas y en el nomenclador farmacológico.
Los servicios de salud del sistema público, de la segu-
ridad social de salud y de los sistemas privados las in-
corporarán a sus coberturas, en igualdad de condicio-
nes con sus otras prestaciones.

Artículo 80

Se deberá realizar la difusión periódica del presente
programa.

Artículo 90

Las instituciones educativas públicas de gestión pri-
vada, confesionales o no, darán cumplimiento a la pre-
sente norma en el marco de sus convicciones.

Artículo 100

Las instituciones privadas de carácter confesional que
brinden por sí o por terceros servicios de salud, podrán
con fundamento en sus convicciones, exceptuarse del
cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 60, inciso
b), de la presente ley.

Artículo 110

La autoridad de aplicación deberá:
Realizar la implementación, seguimiento y evaluación
del programa;
Suscribir convenios con las provincias y con la Ciudad

Autónoma de Buenos Aires, para que cada una orga-
nice el programa en sus respectivas jurisdicciones
para lo cual percibirán las partidas del Tesoro Nacional
previstas en el presupuesto. El no cumplimiento del
mismo cancelará las transferencias acordadas. En el
marco del Consejo Federal de Salud, se establecerán
las alícuotas que correspondan a cada provincia y a la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires.

Artículo 120

El gasto que demande el cumplimiento del programa
para el sector público se imputará a la jurisdicción 80
–Ministerio de Salud – Programa Nacional de Salud
Sexual y Procreación Responsable, del Presupuesto
General de la Administración Nacional.

Artículo 130

Se invita a las provincias y a la Ciudad Autónoma de
Buenos Aires a adherir a las disposiciones de la pre-
sente ley.

Artículo 140

Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Dada en la Sala de Sesiones del Congreso Argentino,
en Buenos Aires, a los treinta días del mes de octu-
bre del año dos mil dos.

Reglamentación de la Ley Nacional N°25.673

DECRETO NACIONAL 1.282/2003
REGLAMENTACION DE LA LEY N0 25.673 DE CREA-
CION DEL PROGRAMA NACIONAL DE SALUD SE-
XUAL Y PROCREACION RESPONSABLE VISTO el Ex-
pediente N0 2002-4994/03-7 del registro del MINIS-
TERIO DE SALUD y la Ley N0 25.673 sobre Salud Se-
xual y Procreación Responsable, y
CONSIDERANDO:

• Que dicha norma legal crea el PROGRAMA NA-
CIONAL DE SALUD SEXUAL Y PROCREACION
RESPONSABLE en el ámbito del MINISTERIO DE
SALUD.

• Que la Ley N0 25.673 importa el cumplimiento de
los derechos consagrados en Tratados Interna-



cionales, con rango constitucional, reconocido
por la reforma de la Carta Magna de 1994, como
la Declaración Universal de Derechos Humanos;
el Pacto Internacional de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales; la Convención sobre la Eli-
minación de todas las Formas de Discriminación
Contra la Mujer; y la Convención Internacional
sobre los Derechos del Niño, entre otros.

• Que el artículo 75, inc. 23) de nuestra CONSTITU-
CION NACIONAL, señala la necesidad de promo-
ver e implementar medidas de acción positiva a fin
de garantizar el pleno goce y ejercicio de los dere-
chos y libertades fundamentales reconocidos por
la misma y los Tratados Internacionales de Dere-
chos Humanos, antes mencionados.

• Que la ORGANIZACION MUNDIAL DE LA SA-
LUD (OMS) define el derecho a la planificación fa-
miliar como “un modo de pensar y vivir adop-
tado voluntariamente por individuos y parejas,
que se basa en conocimientos, actitudes y deci-
siones tomadas con sentido de responsabilidad,
con el objeto de promover la salud y el bienestar
de la familia y contribuir así en forma eficaz al
desarrollo del país.”

• Que lo expuesto precedentemente implica el de-
recho de todas las personas a tener fácil acceso
a la información, educación y servicios vincula-
dos a su salud y comportamiento reproductivo.

• Que la salud reproductiva es un estado general
de bienestar físico, mental y social, y no de mera
ausencia de enfermedades o dolencias, en todos
los aspectos relacionados con el sistema repro-
ductivo, sus funciones y procesos.

• Que estadísticamente se ha demostrado que, en-
tre otros, en los estratos más vulnerables de la
sociedad, ciertos grupos de mujeres y varones,
ignoran la forma de utilización de los métodos
anticonceptivos más eficaces y adecuados, mien-
tras que otros se encuentran imposibilitados
económicamente de acceder a ellos.

• Que en consecuencia, es necesario ofrecer a
toda la población el acceso a: la información y
consejería en materia de sexualidad y el uso de
métodos anticonceptivos, la prevención, diag-
nóstico y tratamiento de las infecciones de trans-

misión sexual incluyendo el HIV/SIDA y patología
genital y mamaria; así como también la preven-
ción del aborto.

• Que la ley que por el presente se reglamenta no
importa sustituir a los padres en el asesora-
miento y en la educación sexual de sus hijos me-
nores de edad sino todo lo contrario, el propósito
es el de orientar y sugerir acompañando a los
progenitores en el ejercicio de la patria potestad,
procurando respetar y crear un ambiente de con-
fianza y empatía en las consultas médicas
cuando ello fuera posible.

• Que nuestro ordenamiento jurídico, principal-
mente a partir de la reforma Constitucional del
año 1994, incorporó a través del Artículo 75, inc.)
22 la CONVENCION INTERNACIONAL SOBRE
LOS DERECHOS DEL NIÑO, y con esa orienta-
ción, ésta ley persigue brindar a la población el ni-
vel más elevado de salud sexual y procreación
responsable, siendo aspectos sobre los que, de
ninguna manera, nuestros adolescentes pueden
desconocer y/ o permanecer ajenos.

• Que, concretamente, la presente ley reconoce a
los padres, justamente, la importantísima misión
paterna de orientar, sugerir y acompañar a sus hi-
jos en el conocimiento de aspectos, enfermeda-
des de transmisión sexual, como ser el SIDA y/o
patologías genitales y mamarias, entre otros,
para que en un marco de responsabilidad y auto-
nomía, valorando al menor como sujeto de dere-
cho, mujeres y hombres estén en condiciones de
elegir su Plan de Vida.

• Que la Ley N0 25.673 y la presente reglamenta-
ción se encuentran en un todo de acuerdo con lo
prescripto por el artículo 921 del CODIGO CIVIL,
que otorga discernimiento a los menores de CA-
TORCE (14) años y esta es la regla utilizada por
los médicos pediatras y generalistas en la aten-
ción médica.

• Que en concordancia con la CONVENCION IN-
TERNACIONAL SOBRE LOS DERECHOS DEL
NIÑO, se entiende por interés superior del mismo,
el ser beneficiarios, sin excepción ni discrimina-
ción alguna, del más alto nivel de salud y dentro
de ella de las políticas de prevención y atención
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en la salud sexual y reproductiva en consonancia
con la evaluación de sus facultades.

• Que el temperamento propiciado guarda cohe-
rencia con el adoptado por prestigiosos profesio-
nales y servicios especializados con amplia expe-
riencia en la materia, que en la práctica asisten a
los adolescentes, sin perjuicio de favorecer fo-
mentar la participación de la familia, privilegiando
el no desatenderlos.

• Que en ese orden de ideas, las políticas sanitarias
nacionales, están orientadas a fortalecer la estra-
tegia de atención primaria de la salud, y a garan-
tizar a la población el acceso a la información so-
bre los métodos de anticoncepción autorizados,
así como el conocimiento de su uso eficaz, a
efectos de su libre elección, sin sufrir discrimina-
ción, coacciones ni violencia, de conformidad
con lo establecido en los documentos de Dere-
chos Humanos y en ese contexto a facilitar el ac-
ceso a dichos métodos e insumos.

• Que, en el marco de la formulación participativa
de normas, la presente reglamentación ha sido
consensuada con amplios sectores de la pobla-
ción de los ámbitos académicos y científicos, así
como de las organizaciones de la sociedad civil
comprometidas con la temática, las jurisdiccio-
nes locales y acordado por el COMITE DE CRISIS
DEL SECTOR SALUD y su continuador, el CON-
SEJO CONSULTIVO DEL SECTOR SALUD.

• Que la DIRECCION GENERAL DE ASUNTOS
JURIDICOS del MINISTERIO DE SALUD ha to-
mado la intervención de su competencia.

• Que la presente medida se dicta de conformidad
con las facultades emergentes del artículo 99, in-
ciso 20) de la CONSTITUCION NACIONAL.

Por ello, EL PRESIDENTE DE LA NACION ARGEN-
TINA DECRETA:
Artículo 10.- Apruébase la Reglamentación de la Ley
N0 25.673 que como anexo I forma parte integrante
del presente Decreto.
Artículo 20.- La Reglamentación que se aprueba por
el artículo precedente entrará en vigencia a partir del
día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial.
Artículo 30.- Facúltese al MINISTERIO DE SALUD
para dictar las normas complementarias interpreta-

tivas y aclaratorias que fueren menester para la apli-
cación de la Reglamentación que se aprueba por el
presente Decreto.
Artículo 40.- Comuníquese, publíquese, dése a la Di-
rección Nacional de Registro Oficial y archívese.

ANEXO:
REGLAMENTACION DE LA LEY N0 25.673

Artículo 10

El MINISTERIO DE SALUD será la autoridad de apli-
cación de la Ley N0 25.673 y de la presente reglamen-
tación.

Artículo 20

A los fines de alcanzar los objetivos descriptos en la
Ley que se reglamenta el MINISTERIO DE SALUD de-
berá orientar y asesorar técnicamente a los Progra-
mas Provinciales que adhieran al Programa Nacional,
quienes serán los principales responsables de las
actividades a desarrollar en cada jurisdicción. Dicho
acompañamiento y asesoría técnica deberán cen-
trarse en actividades de información, orientación so-
bre métodos y elementos anticonceptivos y la entrega
de éstos, así como el monitoreo y la evaluación.
Asimismo, se deberán implementar acciones que
tendientes a ampliar y perfeccionar la red asistencial
a fin de mejorar la satisfacción de la demanda.

La ejecución de las actividades deberá realizarse
con un enfoque preventivo y de riesgo, a fin de dis-
minuir las complicaciones que alteren el bienestar de
los destinatarios del Programa, en coordinación con
otras acciones de salud orientadas a tutelar a sus be-
neficiarios y familias.
Las acciones deberán ser ejecutadas desde una vi-
sión tanto individual como comunitaria.

Artículo 30

SIN REGLAMENTAR.

Artículo 40

A los efectos de la satisfacción del interés superior



del niño, considéreselo al mismo beneficiario, sin ex-
cepción ni discriminación alguna, del más alto nivel
de salud y dentro de ella de las políticas de preven-
ción y atención en la salud sexual y reproductiva en
consonancia con la evolución de sus facultades. En
las consultas se propiciará un clima de confianza y
empatía, procurando la asistencia de un adulto de re-
ferencia, en particular en los casos de los adolescen-
tes menores de CATORCE (14) años.

Las personas menores de edad tendrán derecho a re-
cibir, a su pedido y de acuerdo a su desarrollo, infor-
mación clara, completa y oportuna; manteniendo
confidencialidad sobre la misma y respetando su
privacidad.

En todos los casos y cuando corresponda, por indi-
cación del profesional interviniente, se prescribirán
preferentemente métodos de barrera, en particular el
uso de preservativo, a los fines de prevenir infeccio-
nes de transmisión sexual y VIH/ SIDA. En casos ex-
cepcionales, y cuando el profesional así lo considere,
podrá prescribir, además, otros métodos de los au-
torizados por la ADMINISTRACION NACIONAL DE
MEDICAMENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGIA
MEDICA (ANMAT) debiendo asistir las personas
menores de CATORCE (14) años, con sus padres o
un adulto responsable.

Artículo 50

Los organismos involucrados deberán proyectar un
plan de acción conjunta para el desarrollo de las ac-
tividades previstas en la ley, el que deberá ser apro-
bado por las máximas autoridades de cada orga-
nismo.

Artículo 60

En todos los casos, el método y/o elemento anticon-
ceptivo prescripto, una vez que la persona ha sido
suficientemente informada sobre sus características,
riesgos y eventuales consecuencias, será el elegido
con el consentimiento del interesado, en un todo de
acuerdo con sus convicciones y creencias y en ejer-
cicio de su derecho personalísimo vinculado a la
disposición del propio cuerpo en las relaciones clíni-

cas, derecho que es innato, vitalicio, privado e in-
transferible, sin perjuicio de lo establecido en el ar-
tículo 40 del presente, sobre las personas menores
de edad.
Entiéndase por métodos naturales, los vinculados a
la abstinencia periódica, los cuales deberán ser es-
pecialmente informados.

La ADMINISTRACION NACIONAL DE MEDICA-
MENTOS, ALIMENTOS Y TECNOLOGIA (ANMAT)
deberá comunicar al MINISTERIO DE SALUD cada
SEIS (6) meses la aprobación y baja de los métodos
y productos anticonceptivos que reúnan el carácter
de reversibles, no abortivos y transitorios.

Artículo 70

La SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS DE SALUD,
en el plazo de DIEZ (10) días contados a partir de la
publicación del presente Decreto, deberá elevar para
aprobación por Resolución del MINISTERIO DE SA-
LUD, una propuesta de modificación de la Resolución
Ministerial N0 201/02 que incorpore las previsiones de
la Ley N0 25.673 y de esta Reglamentación.

Artículo 80

Los Ministerios de SALUD, de EDUCACION, CIEN-
CIA Y TECNOLOGIA y de DESARROLLO SOCIAL de-
berán realizar campañas de comunicación masivas
al menos UNA (1) vez al año, para la difusión perió-
dica del Programa.

Artículo 90

El MINISTERIO DE EDUCACION, CIENCIA Y TEC-
NOLOGIA adoptará los recaudos necesarios a fin de
dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 90 de la
Ley N0 25.673.

Artículo 100

Se respetará el derecho de los objetores de concien-
cia a ser exceptuados de su participación en el PRO-
GRAMA NACIONAL DE SALUD SEXUAL Y PRO-
CREACION RESPONSABLE previa fundamentación,
y lo que se enmarcará en la reglamentación del ejer-
cicio profesional de cada jurisdicción.
Los objetores de conciencia lo serán tanto en la ac-
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tividad pública institucional como en la privada.
Los centros de salud privados deberán garantizar la
atención y la implementación del Programa, pu-
diendo derivar a la población a otros Centros asisten-
ciales, cuando por razones confesionales, en base a
sus fines institucionales y/o convicciones de sus ti-
tulares, optaren por ser exceptuados del cumpli-
miento del artículo 6, inciso b) de la ley que se regla-
menta, a cuyo fin deberán efectuar la presentación
pertinente por ante las autoridades sanitarias loca-
les, de conformidad a lo indicado en el primer pá-
rrafo de este artículo cuando corresponda.

Artículo 110

SIN REGLAMENTAR.

Artículo 120

SIN REGLAMENTAR.

Artículo 130

SIN REGLAMENTAR.

Artículo 140

SIN REGLAMENTAR.

Sanción.- 23 de mayo de 2003 Publicación B.O.- 26
de mayo de 2003
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Ley N0 23.592

Derechos y Garantías Constitucio-
nales - Actos Discriminatorios -
Sanciones para quienes lo ejecuten.

Artículo 10

Quien arbitrariamente impida, obstruya, restrinja o
de algún modo menoscabe el pleno ejercicio sobre
bases igualitarias de los derechos y garantías funda-
mentales reconocidos en la Constitución Nacional,
será obligado, a pedido del damnificado, a dejar sin
efecto el pacto discriminatorio o cesar en su realiza-
ción y a reparar el daño moral y material ocasiona-
dos. A los efectos del presente artículo se conside-
rarán particularmente los actos u omisiones
discriminatorios determinados por motivos tales
como raza, religión, nacionalidad, ideología, opinión
política o gremial, sexo, posición económica, condi-
ción social o caracteres físicos.

Artículo 20

Elévase en un tercio el mínimo y en un medio el má-
ximo de la escala penal de todo delito reprimido
por el Código Penal o leyes complementarias cuando
sea cometido por persecución u odio a una raza, re-
ligión o nacionalidad, o con el objeto de destruir en
todo o en parte a un grupo nacional, étnico, racial o
religioso. En ningún caso se podrá exceder del má-
ximo legal de la especie de pena de que se trate.

Artículo 30

Serán reprimidos con prisión de un mes a tres años
los que participaren en una organización o realizaren
propaganda basados en ideas o teorías de superio-
ridad de una raza o de un grupo de personas de de-
terminada religión, origen étnico o color, que tengan
por objeto la justificación o promoción de la discri-
minación racial o religiosa en cualquier forma. En
igual pena incurrirán quienes por cualquier medio
alentaren o incitaren a la persecución o el odio con-

tra una persona o grupos de personas a causa de su
raza, religión, nacionalidad o ideología política.

Artículo 40

Comuníquese, etc.
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El derecho a la salud sexual y

reproductiva*

Las Naciones Unidas han reconocido los derechos
sexuales y reproductivos de las personas como dere-
chos humanos. De esta manera, los derechos sexua-
les y reproductivos constituyen una ampliación del
derecho a la salud integral y al desarrollo, e incluyen
muchos otros derechos de los y las adolescentes.
Pero ¿qué implican estos derechos?

• El derecho a decidir tener o no relaciones sexua-
les libres de todo tipo de coerción y violencia. A
ser uno mismo, con libertad de tomar sus pro-
pias decisiones y expresar lo que piensa. A no ser
víctimas de violencia de ningún tipo, como tam-
poco a sufrir consecuencias no deseadas de las
relaciones sexuales, como los casamientos forza-
dos, los embarazos no planificados, el VIH/sida
y otras ETS.

• El derecho a decidir tener o no hijos, qué número
de hijos tener y cuándo tenerlos. Posibilidad de
elegir con quién tenerlo/s. A criar y educar a sus
hijos en caso de ser padres durante la adolescen-
cia contando con el apoyo de la comunidad para
tal fin.

• A recibir una educación sexual temprana y ade-
cuada, principalmente en la casa y la escuela. El
derecho a contar con información necesaria para
evitar las consecuencias no deseadas de las rela-
ciones sexuales: embarazos no planificados y en-
fermedades de transmisión sexual (ETS), incluido
el VIH/sida.
A no ser expulsados del sistema educativo y de
ninguna otra organización en caso de estar em-
barazas o tener hijos o vivir con el VIH/sida.

• El derecho a alcanzar el más alto nivel de salud
sexual y reproductiva.1 A participar en la planifica-
ción de programas o políticas relacionadas con
sus derechos sexuales y reproductivos. El derecho

a acceder a servicios de salud adecuados que ga-
ranticen un clima de confianza, privacidad y con-
fidencialidad.2 Estos servicios deben garantizar
también el consentimiento informado.3

1 La definición de “derechos sexuales y reproductivos” es
una adaptación de la de la International Women’s Health
Coalition: “la mujer tiene el derecho individual y la respon-
sabilidad social de decidir si debe, cómo y cuándo tener hi-
jos, y cuántos tener. Ninguna mujer debe ser obligada a te-
ner un hijo o impedida de tenerlo contra su voluntad.
Todas las mujeres, cualquiera sea su edad, estado matri-
monial o condición social, tienen derecho a la información
y a los servicios necesarios para ejercer sus derechos re-
productivos y sus responsabilidades”.

2 La confidencialidad implica que ningún miembro del
equipo de salud (médico, psicólogo o trabajador social) di-
fundirá ante otras personas sin nuestro consentimiento
que concurrimos a consultar un servicio determinado, ni
mucho menos el motivo de la consulta ni el diagnóstico.

3 El consentimiento informado incluye el derecho del “pa-
ciente” a dar su autorización para cualquier tipo de prác-
ticas que se realicen en su cuerpo (por ejemplo, análisis
de sangre, intervenciones quirúrgicas, etc.), previa una ex-
plicación clara del médico y demás profesionales de la sa-
lud (psicólogo o trabajador social) acerca de las implican-
cias de dichas prácticas.

* FEIM, UNIFEM: “Sexualidad y salud en la Adolescencia.
Manual de capacitación. Herramientas teóricas y prácticas
para ejercer nuestros derechos” , Marzo 2003.
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Convención sobre la eliminación de

todas las formas de discriminación

contra la mujer

(A.G. res. 34/180, 34 U.N. GAOR Supp. (No. 46) p. 193, ONU

Doc. A/34/46, entrada en vigor 3 de septiembre de 1981.)

FUNDAMENTO
Los Estados Partes en la presente Convención,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas re-
afirma la fe en los derechos humanos fundamenta-
les, en la dignidad y el valor de la persona humana y
en la igualdad de derechos de hombres y mujeres;

Considerando que la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos reafirma el principio de la no discri-
minación y proclama que todos los seres humanos
nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que
toda persona puede invocar todos los derechos y li-
bertades proclamados en esa Declaración, sin distin-
ción alguna y, por ende, sin distinción de sexo,

Considerando que los Estados Partes en los Pactos In-
ternacionales de Derechos Humanos tienen la obli-
gación de garantizar a hombres y mujeres la igualdad
en el goce de todos los derechos económicos, socia-
les, culturales, civiles y políticos,

Teniendo en cuenta las convenciones internaciona-
les concertadas bajo los auspicios de las Naciones
Unidas y de los organismos especializados para
favorecer la igualdad de derechos entre el hombre
y la mujer,

Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, de-
claraciones y recomendaciones aprobadas por las
Naciones Unidas y los organismos especializados
para favorecer la igualdad de derechos entre el hom-
bre y la mujer,

Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar

de estos diversos instrumentos las mujeres siguen
siendo objeto de importantes discriminaciones,

Recordando que la discriminación contra la mujer
viola los principios de la igualdad de derechos y del
respeto de la dignidad humana, que dificulta la par-
ticipación de la mujer, en las mismas condiciones
que el hombre, en la vida política, social, económica
y cultural de su país, que constituye un obstáculo
para el aumento del bienestar de la sociedad y de la
familia y que entorpece el pleno desarrollo de las po-
sibilidades de la mujer para prestar servicio a su país
y a la humanidad,

Preocupados por el hecho de que en situaciones de
pobreza la mujer tiene un acceso mínimo a la ali-
mentación, la salud, la enseñanza, la capacitación y
las oportunidades de empleo, así como a la satisfac-
ción de otras necesidades,

Convencidos de que el establecimiento del nuevo or-
den económico internacional basado en la equidad
y la justicia contribuirá significativamente a la pro-
moción de la igualdad entre el hombre y la mujer,

Subrayando que la eliminación del apartheid, de to-
das las formas de racismo, de discriminación racial,
colonialismo, neocolonialismo, agresión, ocupación
y dominación extranjeras y de la injerencia en los
asuntos internos de los Estados es indispensable
para el disfrute cabal de los derechos del hombre y
de la mujer,

Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la segu-
ridad internacionales, el alivio de la tensión interna-
cional, la cooperación mutua entre todos los Estados
con independencia de sus sistemas sociales y eco-
nómicos, el desarme general y completo, en particu-
lar el desarme nuclear bajo un control internacional
estricto y efectivo, la afirmación de los principios de
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la justicia, la igualdad y el provecho mutuo en las re-
laciones entre países y la realización del derecho de
los pueblos sometidos a dominación colonial y ex-
tranjera o a ocupación extranjera a la libre determi-
nación y la independencia, así como el respeto de la
soberanía nacional y de la integridad territorial, pro-
moverán el progreso social y el desarrollo y, en con-
secuencia, contribuirán al logro de la plena igualdad
entre el hombre y la mujer,

Convencidos de que la máxima participación de la mu-
jer en todas las esferas, en igualdad de condiciones
con el hombre, es indispensable para el desarrollo
pleno y completo de un país, el bienestar del mundo
y la causa de la paz,

Teniendo presentes el gran aporte de la mujer al bien-
estar de la familia y al desarrollo de la sociedad,
hasta ahora no plenamente reconocido, la importan-
cia social de la maternidad y la función tanto del pa-
dre como de la madre en la familia y en la educación
de los hijos, y conscientes de que el papel de la
mujer en la procreación no debe ser causa de discri-
minación, sino que la educación de los niños exige
la responsabilidad compartida entre hombres y mu-
jeres y la sociedad en su conjunto,

Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre
el hombre y la mujer es necesario modificar el papel
tradicional tanto del hombre como de la mujer en la
sociedad y en la familia,

Resueltos a aplicar los principios enunciados en la De-
claración sobre la eliminación de la discriminación
contra la mujer y, para ello, a adoptar las medidas ne-
cesarias a fin de suprimir esta discriminación en to-
das sus formas y manifestaciones,

Han convenido en lo siguiente:

PARTE I

Artículo 1
A los efectos de la presente Convención, la expresión
&laqno;discriminación contra la mujer» denotará

toda distinción, exclusión o restricción basada en el
sexo que tenga por objeto o por resultado menosca-
bar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por
la mujer, independientemente de su estado civil, so-
bre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de
los derechos humanos y las libertades fundamenta-
les en las esferas política, económica, social, cultural
y civil o en cualquier otra esfera.

Artículo 2
Los Estados Partes condenan la discriminación con-
tra la mujer en todas sus formas, convienen en se-
guir, por todos los medios apropiados y sin dilacio-
nes, una política encaminada a eliminar la
discriminación contra la mujer y, con tal objeto, se
comprometen a:

a) Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus consti-
tuciones nacionales y en cualquier otra legislación
apropiada el principio de la igualdad del hombre y de
la mujer y asegurar por ley u otros medios apropia-
dos la realización práctica de ese principio;

b) Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de
otro carácter, con las sanciones correspondientes,
que prohíban toda discriminación contra la mujer;

c) Establecer la protección jurídica de los derechos
de la mujer sobre una base de igualdad con los del
hombre y garantizar, por conducto de los tribunales
nacionales competentes y de otras instituciones pú-
blicas, la protección efectiva de la mujer contra todo
acto de discriminación;

d) Abstenerse de incurrir en todo acto o práctica de
discriminación contra la mujer y velar por que las au-
toridades e instituciones públicas actúen de confor-
midad con esta obligación;

e) Tomar todas las medidas apropiadas para elimi-
nar la discriminación contra la mujer practicada por
cualesquiera personas, organizaciones o empresas;

f) Adoptar todas las medidas adecuadas, incluso
de carácter legislativo, para modificar o derogar le-
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yes, reglamentos, usos y prácticas que constituyan
discriminación contra la mujer;

g) Derogar todas las disposiciones penales naciona-
les que constituyan discriminación contra la mujer.

Artículo 3
Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en
particular en las esferas política, social, económica y
cultural, todas las medidas apropiadas, incluso de ca-
rácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y
adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el
ejercicio y el goce de los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales en igualdad de condiciones
con el hombre.

Artículo 4
1. La adopción por los Estados Partes de medidas es-
peciales de carácter temporal encaminadas a acelerar
la igualdad de facto entre el hombre y la mujer no se
considerará discriminación en la forma definida en
la presente Convención, pero de ningún modo entra-
ñará, como consecuencia, el mantenimiento de nor-
mas desiguales o separadas; estas medidas cesarán
cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad
de oportunidad y trato.

2. La adopción por los Estados Partes de medidas es-
peciales, incluso las contenidas en la presente Con-
vención, encaminadas a proteger la maternidad no
se considerará discriminatoria.

Artículo 5
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apro-
piadas para:

a) Modificar los patrones socioculturales de con-
ducta de hombres y mujeres, con miras a alcanzar la
eliminación de los prejuicios y las prácticas consue-
tudinarias y de cualquier otra índole que estén basa-
dos en la idea de la inferioridad o superioridad de
cualquiera de los sexos o en funciones estereotipa-
das de hombres y mujeres;

b) Garantizar que la educación familiar incluya una

comprensión adecuada de la maternidad como fun-
ción social y el reconocimiento de la responsabilidad
común de hombres y mujeres en cuanto a la educa-
ción y al desarrollo de sus hijos, en la inteligencia de
que el interés de los hijos constituirá la considera-
ción primordial en todos los casos.

Artículo 6
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apro-
piadas, incluso de carácter legislativo, para suprimir
todas las formas de trata de mujeres y explotación de
la prostitución de la mujer.

PARTE II

Artículo 7
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apro-
piadas para eliminar la discriminación contra la mu-
jer en la vida política y pública del país y, en particu-
lar, garantizarán a las mujeres, en igualdad de
condiciones con los hombres, el derecho a:

a) Votar en todas las elecciones y referéndums públi-
cos y ser elegibles para todos los organismos cuyos
miembros sean objeto de elecciones públicas;

b) Participar en la formulación de las políticas guber-
namentales y en la ejecución de éstas, y ocupar car-
gos públicos y ejercer todas las funciones públicas
en todos los planos gubernamentales;

c) Participar en organizaciones y asociaciones no gu-
bernamentales que se ocupen de la vida pública y po-
lítica del país.

Artículo 8
Los Estados Partes tomarán todas las medidas apro-
piadas para garantizar a la mujer, en igualdad de con-
diciones con el hombre y sin discriminación alguna,
la oportunidad de representar a su gobierno en el
plano internacional y de participar en la labor de las
organizaciones internacionales.

Artículo 9
1. Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales
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derechos que a los hombres para adquirir, cambiar
o conservar su nacionalidad. Garantizarán, en parti-
cular, que ni el matrimonio con un extranjero ni el
cambio de nacionalidad del marido durante el matri-
monio cambien automáticamente la nacionalidad
de la esposa, la conviertan en apátrida o la obliguen
a adoptar la nacionalidad del cónyuge.

2. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mis-
mos derechos que al hombre con respecto a la nacio-
nalidad de sus hijos.

PARTE III

Artículo 10
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer, a fin de asegurarle la igualdad de derechos
con el hombre en la esfera de la educación y en par-
ticular para asegurar, en condiciones de igualdad
entre hombres y mujeres:

a) Las mismas condiciones de orientación en materia
de carreras y capacitación profesional, acceso a los
estudios y obtención de diplomas en las institucio-
nes de enseñanza de todas las categorías, tanto en
zonas rurales como urbanas; esta igualdad deberá
asegurarse en la enseñanza preescolar, general, téc-
nica, profesional y técnica superior, así como en to-
dos los tipos de capacitación profesional;

b) Acceso a los mismos programas de estudios, a los
mismos exámenes, a personal docente del mismo ni-
vel profesional y a locales y equipos escolares de la
misma calidad;

c) La eliminación de todo concepto estereotipado de
los papeles masculino y femenino en todos los nive-
les y en todas las formas de enseñanza, mediante el
estímulo de la educación mixta y de otros tipos de
educación que contribuyan a lograr este objetivo y, en
particular, mediante la modificación de los libros y
programas escolares y la adaptación de los métodos
de enseñanza;

d) Las mismas oportunidades para la obtención de
becas y otras subvenciones para cursar estudios;

e) Las mismas oportunidades de acceso a los pro-
gramas de educación permanente, incluidos los pro-
gramas de alfabetización funcional y de adultos, con
miras en particular a reducir lo antes posible toda di-
ferencia de conocimientos que exista entre hombres
y mujeres;

f) La reducción de la tasa de abandono femenino de
los estudios y la organización de programas para
aquellas jóvenes y mujeres que hayan dejado los es-
tudios prematuramente;

g) Las mismas oportunidades para participar activa-
mente en el deporte y la educación física;

h) Acceso al material informativo específico que
contribuya a asegurar la salud y el bienestar de la fa-
milia, incluidos la información y el asesoramiento so-
bre planificación de la familia.

Artículo 11
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer en la esfera del empleo a fin de asegurar a la
mujer, en condiciones de igualdad con los hombres,
los mismos derechos, en particular:

a) El derecho al trabajo como derecho inalienable
de todo ser humano;

b) El derecho a las mismas oportunidades de
empleo, inclusive a la aplicación de los mismos
criterios de selección en cuestiones de empleo;

c) El derecho a elegir libremente profesión y em-
pleo, el derecho al ascenso, a la estabilidad en el
empleo y a todas las prestaciones y otras condi-
ciones de servicio, y el derecho a la formación
profesional y al readiestramiento, incluido el
aprendizaje, la formación profesional superior y
el adiestramiento periódico;
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d) El derecho a igual remuneración, inclusive pres-
taciones, y a igualdad de trato con respecto a un tra-
bajo de igual valor, así como a igualdad de trato con
respecto a la evaluación de la calidad del trabajo;

e) El derecho a la seguridad social, en particular
en casos de jubilación, desempleo, enfermedad,
invalidez, vejez u otra incapacidad para trabajar,
así como el derecho a vacaciones pagadas;

f) El derecho a la protección de la salud y a la se-
guridad en las condiciones de trabajo, incluso la
salvaguardia de la función de reproducción.

2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer
por razones de matrimonio o maternidad y asegurar
la efectividad de su derecho a trabajar, los Estados
Partes tomarán medidas adecuadas para:

a) Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido
por motivo de embarazo o licencia de maternidad
y la discriminación en los despidos sobre la base
del estado civil;

b) Implantar la licencia de maternidad con sueldo
pagado o con prestaciones sociales comparables
sin pérdida del empleo previo, la antigüedad o los
beneficios sociales;

c) Alentar el suministro de los servicios sociales
de apoyo necesarios para permitir que los padres
combinen las obligaciones para con la familia
con las responsabilidades del trabajo y la partici-
pación en la vida pública, especialmente me-
diante el fomento de la creación y desarrollo de
una red de servicios destinados al cuidado de
los niños;

d) Prestar protección especial a la mujer durante
el embarazo en los tipos de trabajos que se haya
probado puedan resultar perjudiciales para ella.

3. La legislación protectora relacionada con las cues-
tiones comprendidas en este artículo será examinada
periódicamente a la luz de los conocimientos cientí-

ficos y tecnológicos y será revisada, derogada o am-
pliada según corresponda.

Artículo 12
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer en la esfera de la atención médica a fin de ase-
gurar, en condiciones de igualdad entre hombres y mu-
jeres, el acceso a servicios de atención médica, inclu-
sive los que se refieren a la planificación de la familia.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra,
los Estados Partes garantizarán a la mujer servicios
apropiados en relación con el embarazo, el parto y el
período posterior al parto, proporcionando servicios
gratuitos cuando fuere necesario, y le asegurarán una
nutrición adecuada durante el embarazo y la lactancia.

Artículo 13
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apro-
piadas para eliminar la discriminación contra la mujer
en otras esferas de la vida económica y social a fin de
asegurar, en condiciones de igualdad entre hombres
y mujeres, los mismos derechos, en particular:

a) El derecho a prestaciones familiares;

b) El derecho a obtener préstamos bancarios, hipo-
tecas y otras formas de crédito financiero;

c) El derecho a participar en actividades de esparci-
miento, deportes y en todos los aspectos de la vida
cultural.

Artículo 14
1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los proble-
mas especiales a que hace frente la mujer rural y el
importante papel que desempeña en la supervi-
vencia económica de su familia, incluido su trabajo
en los sectores no monetarios de la economía, y to-
marán todas las medidas apropiadas para asegurar
la aplicación de las disposiciones de la presente
Convención a la mujer de las zonas rurales.

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
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apropiadas para eliminar la discriminación contra la
mujer en las zonas rurales a fin de asegurar, en con-
diciones de igualdad entre hombres y mujeres, su
participación en el desarrollo rural y en sus benefi-
cios, y en particular le asegurarán el derecho a:

a) Participar en la elaboración y ejecución de los
planes de desarrollo a todos los niveles;

b) Tener acceso a servicios adecuados de atención
médica, inclusive información, asesoramiento y
servicios en materia de planificación de la familia;

c) Beneficiarse directamente de los programas
de seguridad social;

d) Obtener todos los tipos de educación y de for-
mación, académica y no académica, incluidos los
relacionados con la alfabetización funcional, así
como, entre otros, los beneficios de todos los
servicios comunitarios y de divulgación a fin de
aumentar su capacidad técnica;

e) Organizar grupos de autoayuda y cooperativas
a fin de obtener igualdad de acceso a las oportu-
nidades económicas mediante el empleo por
cuenta propia o por cuenta ajena;

f) Participar en todas las actividades comunitarias;

g) Obtener acceso a los créditos y préstamos agrí-
colas, a los servicios de comercialización y a las tec-
nologías apropiadas, y recibir un trato igual en los
planes de reforma agraria y de reasentamiento;

h) Gozar de condiciones de vida adecuadas, parti-
cularmente en las esferas de la vivienda, los servi-
cios sanitarios, la electricidad y el abastecimiento de
agua, el transporte y las comunicaciones.

PARTE IV

Artículo 15
1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igual-
dad con el hombre ante la ley.

2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en ma-
terias civiles, una capacidad jurídica idéntica a la
del hombre y las mismas oportunidades para el ejer-
cicio de esa capacidad. En particular, le reconocerán
a la mujer iguales derechos para firmar contratos y
administrar bienes y le dispensarán un trato igual en
todas las etapas del procedimiento en las cortes de
justicia y los tribunales.

3. Los Estados Partes convienen en que todo con-
trato o cualquier otro instrumento privado con efecto
jurídico que tienda a limitar la capacidad jurídica de
la mujer se considerará nulo.

4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la
mujer los mismos derechos con respecto a la legis-
lación relativa al derecho de las personas a circular
libremente y a la libertad para elegir su residencia y
domicilio.

Artículo 16
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas
adecuadas para eliminar la discriminación contra la
mujer en todos los asuntos relacionados con el ma-
trimonio y las relaciones familiares y, en particular,
asegurarán en condiciones de igualdad entre hom-
bres y mujeres:

a) El mismo derecho para contraer matrimonio;

b) El mismo derecho para elegir libremente cón-
yuge y contraer matrimonio sólo por su libre albe-
drío y su pleno consentimiento;

c) Los mismos derechos y responsabilidades du-
rante el matrimonio y con ocasión de su disolución;

d) Los mismos derechos y responsabilidades
como progenitores, cualquiera que sea su estado
civil, en materias relacionadas con sus hijos; en
todos los casos, los intereses de los hijos serán la
consideración primordial;

e) Los mismos derechos a decidir libre y respon-
sablemente el número de sus hijos y el intervalo
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entre los nacimientos y a tener acceso a la infor-
mación, la educación y los medios que les permi-
tan ejercer estos derechos;

f) Los mismos derechos y responsabilidades res-
pecto de la tutela, curatela, custodia y adopción de
los hijos, o instituciones análogas cuando quiera
que estos conceptos existan en la legislación na-
cional; en todos los casos, los intereses de los hi-
jos serán la consideración primordial;

g) Los mismos derechos personales como marido
y mujer, entre ellos el derecho a elegir apellido,
profesión y ocupación;

h) Los mismos derechos a cada uno de los cón-
yuges en materia de propiedad, compras, gestión,
administración, goce y disposición de los bienes,
tanto a título gratuito como oneroso.

2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales
y el matrimonio de niños y se adoptarán todas las
medidas necesarias, incluso de carácter legislativo,
para fijar una edad mínima para la celebración del
matrimonio y hacer obligatoria la inscripción del
matrimonio en un registro oficial.

PARTE V

Artículo 17
1. Con el fin de examinar los progresos realizados en
la aplicación de la presente Convención, se estable-
cerá un Comité para la Eliminación de la Discrimi-
nación contra la Mujer (denominado en adelante el
Comité) compuesto, en el momento de la entrada
en vigor de la Convención, de dieciocho y, después
de su ratificación o adhesión por el trigésimo quinto
Estado Parte, de veintitrés expertos de gran prestigio
moral y competencia en la esfera abarcada por la
Convención. Los expertos serán elegidos por los
Estados Partes entre sus nacionales, y ejercerán sus
funciones a título personal; se tendrán en cuenta
una distribución geográfica equitativa y la represen-
tación de las diferentes formas de civilización, así
como los principales sistemas jurídicos.

2. Los miembros del Comité serán elegidos en vo-
tación secreta de una lista de personas designadas
por los Estados Partes. Cada uno de los Estados Par-
tes podrá designar una persona entre sus propios
nacionales.

3. La elección inicial se celebrará seis meses des-
pués de la fecha de entrada en vigor de la presente
Convención. Al menos tres meses antes de la fecha
de cada elección, el Secretario General de las Nacio-
nes Unidas dirigirá una carta a los Estados Partes in-
vitándolos a presentar sus candidaturas en un plazo
de dos meses. El Secretario General preparará una
lista por orden alfabético de todas las personas de-
signadas de este modo, indicando los Estados Par-
tes que las han designado, y la comunicará a los Es-
tados Partes.

4. Los miembros del Comité serán elegidos en una
reunión de los Estados Partes que será convocada
por el Secretario General y se celebrará en la Sede de
las Naciones Unidas. En esta reunión, para la cual
formarán quórum dos tercios de los Estados Partes,
se considerarán elegidos para el Comité los candida-
tos que obtengan el mayor número de votos y la ma-
yoría absoluta de los votos de los representantes de
los Estados Partes presentes y votantes.

5. Los miembros del Comité serán elegidos por cua-
tro años. No obstante, el mandato de nueve de los
miembros elegidos en la primera elección expirará al
cabo de dos años; inmediatamente después de la
primera elección el Presidente del Comité designará
por sorteo los nombres de esos nueve miembros.

6. La elección de los cinco miembros adicionales del
Comité se celebrará de conformidad con lo dis-
puesto en los párrafos 2, 3 y 4 del presente artículo,
después de que el trigésimo quinto Estado Parte
haya ratificado la Convención o se haya adherido a
ella. El mandato de dos de los miembros adicionales
elegidos en esta ocasión, cuyos nombres designará
por sorteo el Presidente del Comité, expirará al cabo
de dos años.
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7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado
Parte cuyo experto haya cesado en sus funciones
como miembro del Comité designará entre sus na-
cionales a otro experto a reserva de la aprobación
del Comité.

8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la
Asamblea General, percibirán emolumentos de los
fondos de las Naciones Unidas en la forma y condi-
ciones que la Asamblea determine, teniendo en
cuenta la importancia de las funciones del Comité.
9. El Secretario General de las Naciones Unidas pro-
porcionará el personal y los servicios necesarios para
el desempeño eficaz de las funciones del Comité en
virtud de la presente Convención.

Artículo 18
1. Los Estados Partes se comprometen a someter al
Secretario General de las Naciones Unidas, para que
lo examine el Comité, un informe sobre las medidas
legislativas, judiciales, administrativas o de otra ín-
dole que hayan adoptado para hacer efectivas las dis-
posiciones de la presente Convención y sobre los
progresos realizados en este sentido:

a) En el plazo de un año a partir de la entrada en vi-
gor de la Convención para el Estado de que se trate;

b) En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años
y, además, cuando el Comité lo solicite.

2. Se podrán indicar en los informes los factores y
las dificultades que afecten al grado de cumpli-
miento de las obligaciones impuestas por la pre-
sente Convención.

Artículo 19
1. El Comité aprobará su propio reglamento. 2. El Co-
mité elegirá su Mesa por un período de dos años.

Artículo 20
1. El Comité se reunirá normalmente todos los años
por un período que no exceda de dos semanas para
examinar los informes que se le presenten de confor-
midad con el artículo 18 de la presente Convención.

2. Las reuniones del Comité se celebrarán normal-
mente en la Sede de las Naciones Unidas o en cual-
quier otro sitio conveniente que determine el Comité.

Artículo 21
1. El Comité, por conducto del Consejo Económico y
Social, informará anualmente a la Asamblea General
de las Naciones Unidas sobre sus actividades y podrá
hacer sugerencias y recomendaciones de carácter
general basadas en el examen de los informes y de los
datos transmitidos por los Estados Partes. Estas su-
gerencias y recomendaciones de carácter general se
incluirán en el informe del Comité junto con las ob-
servaciones, si las hubiere, de los Estados Partes.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas
transmitirá los informes del Comité a la Comisión
de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su
información.

Artículo 22
Los organismos especializados tendrán derecho a
estar representados en el examen de la aplicación de
las disposiciones de la presente Convención que co-
rrespondan a la esfera de las actividades. El Comité
podrá invitar a los organismos especializados a que
presenten informes sobre la aplicación de la Con-
vención en las áreas que correspondan a la esfera de
sus actividades.

PARTE VI

Artículo 23
Nada de lo dispuesto en la presente Convención
afectará a disposición alguna que sea más condu-
cente al logro de la igualdad entre hombres y muje-
res y que pueda formar parte de:

a) La legislación de un Estado Parte; o

b) Cualquier otra convención, tratado o acuerdo in-
ternacional vigente en ese Estado.

Artículo 24
Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas
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las medidas necesarias en el ámbito nacional para
conseguir la plena realización de los derechos reco-
nocidos en la presente Convención.

Artículo 25
1. La presente Convención estará abierta a la firma de
todos los Estados.

2. Se designa al Secretario General de las Naciones
Unidas depositario de la presente Convención.

3. La presente Convención está sujeta a ratificación.
Los instrumentos de ratificación se depositarán en
poder del Secretario General de las Naciones Unidas.

4. La presente Convención estará abierta a la adhe-
sión de todos los Estados. La adhesión se efectuará
depositando un instrumento de adhesión en poder
del Secretario General de las Naciones Unidas.

Artículo 26
1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados
Partes podrá formular una solicitud de revisión de
la presente Convención mediante comunicación
escrita dirigida al Secretario General de las Nacio-
nes Unidas.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas de-
cidirá las medidas que, en caso necesario, hayan de
adoptarse en lo que respecta a esa solicitud.

Artículo 27
1. La presente Convención entrará en vigor el trigé-
simo día a partir de la fecha en que haya sido depo-
sitado en poder del Secretario General de las Nacio-
nes Unidas el vigésimo instrumento de ratificación
o de adhesión.

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se
adhiera a ella después de haber sido depositado el vi-
gésimo instrumento de ratificación o de adhesión, la
Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir
de la fecha en que tal Estado haya depositado su ins-
trumento de ratificación o de adhesión.

Artículo 28
1. El Secretario General de las Naciones Unidas re-
cibirá y comunicará a todos los Estados el texto de
las reservas formuladas por los Estados en el mo-
mento de la ratificación o de la adhesión.

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con
el objeto y el propósito de la presente Convención.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier mo-
mento por medio de una notificación a estos efec-
tos dirigida al Secretario General de las Naciones
Unidas, quien informará de ello a todos los Esta-
dos. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de
su recepción.

Artículo 29
1. Toda controversia que surja entre dos o más Esta-
dos Partes con respecto a la interpretación o aplica-
ción de la presente Convención que no se solucione
mediante negociaciones se someterá al arbitraje a pe-
tición de uno de ellos. Si en el plazo de seis meses
contados a partir de la fecha de presentación de so-
licitud de arbitraje las partes no consiguen ponerse
de acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de
las partes podrá someter la controversia a la Corte In-
ternacional de Justicia, mediante una solicitud pre-
sentada de conformidad con el Estatuto de la Corte.

2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ra-
tificación de la presente Convención o de su adhe-
sión a la misma, podrá declarar que no se considera
obligado por el párrafo 1 del presente artículo. Los
demás Estados Partes no estarán obligados por ese
párrafo ante ningún Estado Parte que haya formu-
lado esa reserva.

3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva
prevista en el párrafo 2 del presente artículo podrá re-
tirarla en cualquier momento notificándolo al Secre-
tario General de las Naciones Unidas.

Artículo 30
La presente Convención, cuyos textos en árabe,
chino, español, francés, inglés y ruso son igualmente
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auténticos, se depositarán en poder del Secretario
General de las Naciones Unidas.

EN TESTIMONIO DE LO CUAL, los infrascritos,
debidamente autorizados, firman la presente Con-
vención.

© 1979 Naciones Unidas
RIMA: Red Informativa de Mujeres de Argentina
URL de este archivo:
http://www.rimaweb.com.ar/biblio_legal/convenciones/ce
daw.html

Puede reproducirse en internet citando la fuente y/o di-
rectamente linkeando a la dirección antedicha. Para pu-
blicación en papel por favor comunicarse con la autora
o el autor.
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UNFPA/OMS/ONUSIDA(2004). Declaración de Posición
sobre el Uso del Preservativo.
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9. Recursos
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Orientaciones para facilitar el acceso a

Servicios de Salud

a) Los y las adolescentes tienen derecho a la atención in-
tegral de su salud, a recibir la asistencia médica ne-
cesaria y a acceder en igualdad de oportunidades a
los servicios y acciones de prevención, promoción, in-
formación, protección, diagnóstico precoz, trata-
miento oportuno y recuperación de la salud (art. 14.
Ley 26.061 de Protección Integral a las Niñas, Niños
y Adolescentes).

b) El derecho a la atención integral de la salud del ado-
lescente incluye el abordaje de su salud sexual y re-
productiva previsto en la Ley N° 25.673, que crea el
Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación
Responsable (idem).

c) Los y las adolescentes entre 14 y 18 años, ampara-
dos por la Ley de Protección Integral 26.061 pueden
concurrir a cualquier servicio de salud –hospital,
centro de salud, puesto o posta sanitaria- y pedir
métodos anticonceptivos sin necesidad del acom-
pañamiento o autorización de su padre /madre u
otro familiar, y sin necesidad de presentar su docu-
mento de identidad. Es necesario que la Escuela y
los servicios orienten en este sentido, sobre el uso
exclusivo del preservativo como único medio de
protección eficaz en la relación sexual, frente al
VIH, tanto para los varones como para las mujeres.

d) Los artículos 33 a 38 de la citada Ley establecen al-
gunas medidas de protección integral, entre las
cuales se encuentra la Asistencia Integral a la em-
barazada.

e) El test de VIH/Sida se realiza de modo gratuito en
los hospitales y en algunos centros de salud públi-
cos del país. Los adolescentes pueden solicitar y re-
alizarse el test de VIH/Sida sin ser acompañados
por un adulto y sin necesidad de autorización de los
mismos. El test es voluntario y confidencial.
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Cine - Debate: películas recomenda-

das según temas

RELACIONES DE GÉNERO:
Jinete de Ballenas. Billy Elliot. El Rey de las Máscaras.
Con sólo mirarte. Memorias de Antonia. Las Horas.
Te doy mis ojos. La ciénaga. Las mujeres verdaderas
tienen curvas. El casamiento de Muriel. Shrek.

EMBARAZO ADOLESCENTE:
La trama de la vida. Mentes peligrosas.

SEXUALIDAD y GÉNERO:
María llena eres de gracia. Con sólo mirarte. Las
horas. La niña santa. La ciénaga. El Placard. Kids. Las
mujeres verdaderas tienen curvas.

ABORTO:
El secreto de Vera Drake. Historia de un secreto. Con
sólo mirarte. Si estas paredes hablaran.

VIH/ SIDA y DISCRIMINACIÓN:
Y la banda siguió tocando. Yesterday. Philadelphia.

ESCUELA y PROBLEMÁTICAS ADOLESCENTES:
El bola. A los trece.

OPCIÓN SEXUAL Y DISCRIMINACIÓN HACIA LAS
PERSONAS CON OPCIONES SEXUALES NO HETE-
ROSEXUALES:
Secreto en la montaña. Mi vida en rosa. Krampack


